
general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que 
favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de 
las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de justicia. Dicha 
ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación de la mujer en el acceso a la justicia. Por 
ello, cuando existan indicios o sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte de 
las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra la mujer, puede 
constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género.

3.	 REPARACIONES

En materia de reparaciones, aparte de las que se fijan normalmente en cada caso, en algunos se han tomado 
medidas a partir de las particularidades de las violaciones de derechos humanos de mujeres.

3.1	 Medidas diferenciadas según perspectiva de género

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

450.  	 La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) implica el reestablecimiento 
de la situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así como una indemnización 
como compensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación 
estructural en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso y que fue reconocida por el Estado 
[…], las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas 
tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible una restitución 
a la misma situación estructural de violencia y discriminación. Del mismo modo, la Corte recuerda que la 
naturaleza y monto de la reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material 
como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima 
o sus familiares, y deben guardar relación directa con las violaciones declaradas. Una o más medidas pueden 
reparar un daño específico sin que éstas se consideren una doble reparación.

471.	 A criterio del Tribunal, en el presente caso es pertinente que el Estado levante un monumento en memoria 
de las mujeres víctimas de homicidio por razones de género en Ciudad Juárez, entre ellas las víctimas de este 
caso, como forma de dignificarlas y como recuerdo del contexto de violencia que padecieron y que el Estado 
se compromete a evitar en el futuro. El monumento se develará en la misma ceremonia en la que el Estado 
reconozca públicamente su responsabilidad internacional […] y deberá ser construido en el campo algodonero 
en el que fueron encontradas las víctimas de este caso.

472.	 En vista de que el monumento se refiere a más personas que las consideradas víctimas en este caso, la decisión 
del tipo de monumento corresponderá a las autoridades públicas, quienes consultarán el parecer de las 
organizaciones de la sociedad civil a través de un procedimiento público y abierto, en el que se incluirá a las 
organizaciones que representaron a las víctimas del presente caso.

503.	 Los representantes solicitaron revisar, rediseñar y reestructurar el “Operativo Alba” con “la participación 
de expertos internacionales en la materia que permitan […] establecer un programa de investigación y 
documentación de respuesta inmediata [que cuente con] los recursos financieros correspondientes para su 
adecuado funcionamiento”. Argumentaron, además, que “los operativos de ‘reacción inmediata’ [vigentes] no 
constituyen una medida efectiva para atender de inmediato un reporte de desaparición o extravío y sobre 
todo que no constituyen acciones adecuadas y efectivas que impidan la realización de conductas criminales en 
contra de las mujeres y las niñas de Ciudad Juárez”, debido principalmente a que “los criterios para clasificar las 
desapariciones como de ‘Alto Riesgo’ no son claros ni objetivos y revisten criterios discriminatorios” o, incluso, 
debido a que funcionarios niegan implementar las medidas urgentes sin una justificación plausible.

504.	 La Corte observa que el 22 de julio de 2003 el Estado implementó el Operativo Alba con el “objetivo [de] 
establecer una vigilancia extraordinaria sobre la ya existente en las zonas de alto riesgo para mujeres y en donde 
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hubo hallazgos […] de víctimas de homicidios”. Posteriormente, el 12 de mayo de 2005 se puso en marcha 
el Protocolo de Atención, Reacción y Coordinación entre autoridades federales, estatales y municipales en 
caso de extravío de mujeres y niñas en el Municipio de Juárez o “Protocolo Alba”, donde se estableció, por 
acuerdo y consenso de las instituciones participantes, un mecanismo de atención, reacción y coordinación 
entre autoridades de los tres ámbitos de gobierno en caso de extravío de mujeres y niñas en Ciudad Juárez. Para 
octubre de 2006 el protocolo se había “activado en 8 ocasiones, [desde su creación] de las cuales ha permitido 
ubicar a 7 mujeres y 2 niños en situación de desaparición o extravío”70.

505.	 El Tribunal valora positivamente la creación del “Operativo Alba” y del “Protocolo Alba” como una forma 
de brindar mayor atención a la desaparición de mujeres en Ciudad Juárez. Sin embargo, observa que dichos 
programas de búsqueda únicamente se ponen en marcha cuando se presenta una desaparición de “alto riesgo”, 
criterio que según diversos informes, sólo se satisfacía cuando se presentaban reportes con “características 
específicas”71 a saber: “existe certeza de que [las mujeres] no tenían motivos para abandonar el hogar”, se trata 
de una niña72, “la joven [tuviera] una rutina estable”73 y que el reporte “tuviera características vinculadas con los 
homicidios ‘seriales’”74.

506.	 La Corte considera que el Protocolo Alba, o cualquier otro dispositivo análogo en Chihuahua, debe seguir, entre 
otros, los siguientes parámetros: i) implementar búsquedas de oficio y sin dilación alguna, cuando se presenten 
casos de desaparición, como una medida tendiente a proteger la vida, libertad personal y la integridad personal 
de la persona desaparecida; ii) establecer un trabajo coordinado entre diferentes cuerpos de seguridad para dar 
con el paradero de la persona; iii) eliminar cualquier obstáculo de hecho o de derecho que le reste efectividad 
a la búsqueda o que haga imposible su inicio como exigir investigaciones o procedimientos preliminares; iv) 
asignar los recursos humanos, económicos, logísticos, científicos o de cualquier índole que sean necesarios para 
el éxito de la búsqueda; v) confrontar el reporte de desaparición con la base de datos de personas desaparecidas 
referida en la sección 4.2.4 infra, y vi) priorizar las búsquedas en áreas donde razonablemente sea más probable 
encontrar a la persona desaparecida sin descartar arbitrariamente otras posibilidades o áreas de búsqueda. 
Todo lo anterior deberá ser aún más urgente y riguroso cuando la desaparecida sea un niña. Al respecto, se 
deberá rendir un informe anual durante tres años.

507.	 De otra parte, la Comisión para Ciudad Juárez informó que en marzo de 2005 creó la página electrónica 
www.mujeresdesaparecidascdjuarez.gob.mx donde se encuentran datos de algunas mujeres, jóvenes y niñas 
desaparecidas en Ciudad Juárez. La Corte nota que la página ha dejado de actualizarse desde diciembre de 2006.

508.	 Al respecto, y teniendo en cuenta que una red informática en la que cualquier persona pueda suministrar 
información sobre una mujer o niña desaparecida puede ser útil para localizarla, la Corte, como lo ha dispuesto 
en otras ocasiones, ordena la creación de una página electrónica que contendrá la información personal 
necesaria de todas las mujeres, jóvenes y niñas que desaparecieron en Chihuahua desde 1993 y que continúan 
desaparecidas. Dicha página electrónica deberá permitir que cualquier individuo se comunique por cualquier 
medio con las autoridades, inclusive de manera anónima, a efectos de proporcionar información relevante 
sobre el paradero de la mujer o niña desaparecida o, en su caso, de sus restos. La información contenida en la 
página electrónica deberá actualizarse permanentemente

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

228.	 La Corte ha establecido en la presente Sentencia, tomando en cuenta el reconocimiento parcial de 
responsabilidad del Estado, que la investigación de la violación sexual de la señora Fernández Ortega no ha 
sido conducida hasta el presente con la debida diligencia ni en el fuero adecuado y que por ello México ha 
violado los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana […]. En consecuencia, como lo ha hecho en otras oportunidades, el Tribunal dispone 
que el Estado debe conducir eficazmente la investigación penal de los hechos del presente caso, para determinar 
las correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley 
prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre 
investigaciones en este tipo de casos. 

70	 Cfr. Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Tercer Informe de Gestión, […], folio 9054.
71	 Cfr. Procuraduría General de Justicia del estado de Chihuahua, Oficio dirigido al Director de Derechos Humanos de la Secretaría Relaciones Exteriores, 

17 de febrero de 2003 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XLII, anexo 75, folio 15381).
72	 Cfr. Informe de México elaborado por el CEDAW, […], folio 1929.
73	 Cfr. CNDH, Informe Especial, […], folio 2174 y Amnistía Internacional, Muertes Intolerables, […], folio 2274.
74	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, […], folio 1746.
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229. 	 Particularmente, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la averiguación 
previa que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de la violación sexual de la señora Fernández 
Ortega se mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Asimismo, en caso que se inicien nuevas 
causas penales por los hechos del presente caso en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido 
funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas sean adelantadas ante la jurisdicción 
ordinaria y bajo ninguna circunstancia en el fuero militar.

230. 	 La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, mujer 
e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el deber de 
continuar proporcionando los medios para que la víctima acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurar la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración de 
sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Fernández Ortega preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 

231.	 Adicionalmente, en otras oportunidades, la Corte ha dispuesto que el Estado inicie las acciones disciplinarias, 
administrativas o penales, de acuerdo con su legislación interna, a los responsables de las distintas irregularidades 
procesales e investigativas. En el presente caso el Tribunal observa que México informó que se llevó adelante una 
investigación administrativa respecto de los peritos que extinguieron las muestras, quienes habrían resultado 
sancionados. Por su parte, ni la Comisión ni los representantes, que solicitaron esta medida, aportaron prueba 
para sostener su pretensión, ni demostraron la imposibilidad de obtenerla. En consecuencia, la Corte no dictará 
ninguna medida de reparación al respecto. Por otra parte, tomando en cuenta que en este caso se dificultó por 
parte de un agente del Ministerio Público la recepción de la denuncia presentada por la señora Fernández 
Ortega […], la Corte dispone que, de acuerdo con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado examine tal 
hecho y, en su caso, la conducta del funcionario correspondiente. 

244.	 La Corte ha determinado que el reconocimiento parcial de responsabilidad efectuado por el Estado ante el 
Tribunal constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención Americana […]. No obstante, como en otros casos, para que surta plenos efectos, el 
Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional, 
en relación con los hechos del presente caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las violaciones de 
derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia 
pública, en idiomas español y me’paa, en presencia de altas autoridades nacionales y del estado de Guerrero, de 
las víctimas del presente caso y de autoridades y miembros de la comunidad a la que pertenecen las víctimas. El 
Estado deberá acordar con la señora Fernández Ortega y/o sus representantes la modalidad de cumplimiento 
del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la 
fecha para su realización. En caso que la señora Fernández Ortega preste su consentimiento, dicho acto deberá 
ser transmitido a través de una emisora radial con alcance en Guerrero. Para la realización del mismo, el Estado 
cuenta con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.

251.  La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida de reparación que 
brinde una atención adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos sufridos por las víctimas, atendiendo 
a sus especificidades de género y etnicidad. Por lo tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños 
sufridos por las víctimas en el presente caso, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindarles 
gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran. Para ello debe obtener 
el consentimiento de las víctimas brindando información previa, clara y suficiente. Los tratamientos deben 
ser provistos por el tiempo que sea necesario, y deben incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, 
transporte, intérprete y otros gastos que estén directamente relacionados y sean estrictamente necesarios. 

256.	 La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar y realizar el análisis forense. En el presente caso el Tribunal considera necesario que el Estado 
continúe con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito federal y del estado 
de Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, 
los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la 
Salud antes indicados. 

267.	 En el presente caso la Corte destaca la importancia de implementar reparaciones que tengan un alcance 
comunitario y que permitan reintegrar a la víctima en su espacio vital y de identificación cultural, además 

53

GÉNERO
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/ggzcoi



de reestablecer el tejido comunitario. Es por ello que este Tribunal considera pertinente como medida de 
reparación que el Estado facilite los recursos necesarios para que la comunidad indígena me’phaa de Barranca 
Tecoani establezca un centro comunitario, que se constituya como centro de la mujer, en el que se desarrollen 
actividades educativas en derechos humanos y derechos de la mujer, bajo responsabilidad y gestión de las 
mujeres de la comunidad, incluida la señora Fernández Ortega si así lo desea. El Estado debe facilitar que 
sus instituciones y organizaciones de la sociedad civil especializadas en derechos humanos y género brinden 
asistencia en las acciones de capacitación comunitaria, las cuales deberán adecuarse a la cosmovisión de la 
comunidad indígena.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

211.	 La Corte ha establecido en la presente Sentencia, tomando en cuenta el reconocimiento parcial de 
responsabilidad del Estado, que la investigación de la violación sexual de la señora Rosendo Cantú no ha 
sido conducida hasta el presente con la debida diligencia ni en el fuero adecuado y que por ello México ha 
violado los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana […]. En consecuencia, como lo ha hecho en otras oportunidades, el Tribunal dispone 
que el Estado debe conducir eficazmente la investigación penal de los hechos del presente caso, para determinar 
las correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley 
prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre 
investigaciones en este tipo de casos.

212.	 Particularmente, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la averiguación previa 
que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de la violación sexual de la señora Rosendo Cantú se 
mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Asimismo, en caso de que se inicien nuevas causas 
penales por los hechos del presente caso en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido funcionarios 
militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas sean adelantadas ante la jurisdicción ordinaria y 
bajo ninguna circunstancia en el fuero militar.

213.	 La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
la capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, 
mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el 
deber de continuar proporcionando los medios para que acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurarle la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración 
de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Rosendo Cantú preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 

242.	 La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar y realizar el análisis forense. En el presente caso el Tribunal considera necesario que el Estado 
continúe con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito federal y del estado 
de Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, los 
parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y las Directrices de la Organización Mundial de la Salud 
antes indicados. 

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

251.	 Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación y, en su caso, abrir el proceso 
penal correspondiente y, de ser pertinente, otros que correspondieren, para identificar, procesar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de los vejámenes y privación de la vida de la niña María Isabel Veliz Franco, 
conforme a los lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos a los del 
presente caso. Dicha investigación deberá incluir una perspectiva de género, emprender líneas de investigación 
específicas respecto a violencia sexual, y posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los avances 
en la investigación, de conformidad con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada en el 
proceso penal. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares 
y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Por último, deberá asegurarse 
que las personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas 
involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad.
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Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

309.	 Tal como se ha dispuesto en otras oportunidades relacionadas con este tipo de casos, tanto la investigación como 
el proceso penal consiguiente deberán incluir una perspectiva de género, emprender líneas de investigación 
específicas respecto de la violencia sexual, a fin de evitar omisiones en la recolección de prueba, así como 
posibilitar a la víctima información sobre los avances en la investigación y proceso penal, de conformidad 
con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada durante la investigación y el juzgamiento en 
todas las etapas. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares 
y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Además, deberá asegurarse 
que las personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas 
involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 
De igual modo, por tratarse de una violación grave de derechos humanos, ya que los actos de tortura fueron 
una práctica generalizada en el contexto del conflicto en el Perú, el Estado debe abstenerse de recurrir a figuras 
como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra disposición análoga, la prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, 
para excusarse de esta obligación.

314.	 Por tanto, la Corte determina que el Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de 
salud especializadas y de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento médico, psicológico o 
psiquiátrico que requiera Gladys Carol Espinoza Gonzáles, previo consentimiento informado y si así lo desea, 
incluida la provisión gratuita de medicamentos. Asimismo, el Estado deberá asegurar que los profesionales 
que sean asignados valoren debidamente las condiciones psicológicas y físicas de la víctima y tengan la 
experiencia y formación suficientes para tratar tanto los problemas de salud físicos que padezca como los 
traumas psicológicos ocasionados como resultado de los tratos crueles, inhumanos y degradantes, y la tortura 
que sufrió, la cual incluyó la violación sexual y otras formas de violencia sexual […]. Para tal efecto y dado que 
actualmente Gladys Espinoza se encuentre recluida, dichos profesionales deben tener acceso a los lugares en 
que se encuentra, así como se deben asegurar los traslados a las instituciones de salud que la víctima requiera. 
Posteriormente, los tratamientos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a su 
lugar de residencia en el Perú por el tiempo que sea necesario. Lo anterior implica que Gladys Espinoza deberá 
recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que debiera realizar para ser 
atendida en los hospitales públicos.

322.	 La Corte valora los esfuerzos del Estado para combatir la violencia por razón de género. Estos avances, en 
especial los judiciales, constituyen indicadores estructurales relacionados con la adopción de normas que, en 
principio, tienen como objetivo enfrentar la violencia y discriminación contra la mujer. Sin embargo, el Perú no 
aportó información a la Corte sobre la efectividad de las medidas adoptadas. De igual modo, es menester que se 
incluyan en los protocolos de investigación en el Perú los estándares establecidos en esta Sentencia. En virtud 
de lo anterior, la Corte ordena al Estado del Perú, en un plazo razonable, desarrollar protocolos de investigación 
para que los casos de tortura, violación sexual y otras formas de violencia sexual sean debidamente investigados 
y juzgados de conformidad con los estándares indicados en los párrafos 248, 249, 251, 252, 255 y 256 de esta 
Sentencia, los cuales se refieren a la recaudación de prueba en casos de tortura y violencia sexual, y en particular, 
a la recopilación de declaraciones y la realización de evaluaciones médicas y psicológicas.

331.	 En el presente caso, la Corte estableció que la práctica generalizada de la violación sexual y otras formas 
de violencia sexual fue utilizado como una estrategia de guerra y afectó principalmente a las mujeres en el 
marco del conflicto existente en el Perú entre 1980 y 2000 […]. Por ello, la Corte considera que el Estado debe 
implementar si no lo tuviere, en un plazo razonable, un mecanismo que permita a todas las mujeres víctimas 
de dichas violaciones que lo soliciten, tener acceso gratuito, a través de las instituciones públicas del Estado, a 
una rehabilitación especializada de carácter médico, psicológico y/o psiquiátrico dirigido a reparar este tipo de 
violaciones.

3.2. 	Políticas públicas /capacitación

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

502. 	 La Corte ha ordenado en otros casos normalizar, conforme a los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar, realizar el análisis forense y juzgar. El Tribunal estima que en el presente caso el Estado debe, en 
un plazo razonable, continuar con la estandarización de todos sus protocolos, manuales, criterios ministeriales 
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de investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos 
que se relacionen con desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme al Protocolo de 
Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias 
y Sumarias de Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con 
base en una perspectiva de género. Al respecto, se deberá rendir un informe anual durante tres años. 

541. 	 En consecuencia, sin perjuicio de la existencia de programas y capacitaciones dirigidas a funcionarios públicos 
encargados de la impartición de justicia en Ciudad Juárez, así como de cursos en materia de derechos humanos 
y género, el Tribunal ordena que el Estado continúe implementando programas y cursos permanentes de 
educación y capacitación en: i) derechos humanos y género; ii) perspectiva de género para la debida diligencia 
en la conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y 
homicidios de mujeres por razones de género, y iii) superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres. 

542. 	 Los programas y cursos estarán destinados a policías, fiscales, jueces, militares, funcionarios encargados de la 
atención y asistencia legal a víctimas del delito y a cualquier funcionario público, tanto a nivel local como federal, 
que participe directa o indirectamente en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y reparación. 
Dentro de dichos programas permanentes deberá hacerse una especial mención a la presente Sentencia y a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente, a los relativos a violencia por razones 
de género, entre ellos la Convención Belém do Pará y la CEDAW, tomando en cuenta cómo ciertas normas o 
prácticas en el derecho interno, sea intencionalmente o por sus resultados, tienen efectos discriminatorios en la 
vida cotidiana de las mujeres. Los programas deberán también incluir estudios sobre el Protocolo de Estambul 
y el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias 
de Naciones Unidas. El Estado deberá informar anualmente, durante tres años, sobre la implementación de los 
cursos y capacitaciones. 

543. 	 Además, teniendo en cuenta la situación de discriminación en contra de la mujer reconocida por el Estado, 
es necesario que éste realice un programa de educación destinado a la población en general del estado de 
Chihuahua, con el fin de superar dicha situación. A tal efecto, el Estado deberá presentar un informe anual por 
tres años, en el que indique las acciones que se han realizado con tal fin. 

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

259. 	 La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de capacitación desarrollados por el 
Estado. Al respecto, considera que los mismos deben incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones 
previstas en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, y deben 
poner énfasis en la atención de presuntas víctimas de violación sexual, particularmente cuando pertenecen a 
grupos en situación de mayor vulnerabilidad como las mujeres indígenas. 

260. 	 Como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado continúe implementando programas y cursos 
permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que 
incluyan una perspectiva de género y etnicidad. Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales 
y del estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio Público, del Poder Judicial, de la Policía 
así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y que por motivo de sus funciones 
constituyan la línea de atención primaria a mujeres víctimas de violencia. En el mismo sentido: Caso Rosendo 
Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2010, párr. 246.

277. 	 […] Sin embargo, los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual deben ser proporcionados 
por las instituciones indicadas por el Estado, entre otras, el Ministerio Público en Ayutla de los Libres, a través 
de la provisión de los recursos materiales y personales, cuyas actividades deben ser fortalecidas mediante las 
acciones de capacitación ordenadas en la presente Sentencia.

278. 	 Por último, la Corte observa que el diagnóstico realizado por la Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero 
aportado por México identificó, entre otras barreras institucionales que dificultan la atención a la violencia en 
zonas indígenas y rurales, la concentración de dichos servicios en ciudades y la dificultad de acceso y traslado 
a la sede de los servicios de atención. Dicho diagnóstico recomendó, entre otras medidas, desconcentrar los 
servicios e impulsar servicios itinerantes de sensibilización y de capacitación en detección y atención a la 
violencia y mejorar el acceso a servicios telefónicos para las comunidades indígenas de Guerrero, para permitir 
una mejor atención de las mujeres víctimas de violencia. La Corte entiende que la primera de las medidas 
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estaría siendo atendida con las unidades móviles informadas. Sin perjuicio de ello, la Corte valora dicho 
documento y estima útil indicar al Estado que analice la necesidad de avanzar en la implementación de esas 
dos recomendaciones en la zona donde ocurrieron los hechos del presente caso.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

245.	 La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de capacitación desarrollados por el 
Estado. Al respecto, considera que los mismos deben incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones 
previstas en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, y deben 
poner énfasis en la atención de presuntas víctimas de violación sexual, especialmente cuando pertenecen a 
grupos en situación de mayor vulnerabilidad como las mujeres indígenas y los niños. 

260.	 En el presente caso, la Corte considera que la violación sexual de la señora Rosendo Cantú ha evidenciado la 
necesidad de fortalecer la atención y los centros de salud para el tratamiento de mujeres que hayan sufrido 
violencia. No obstante lo anterior, observa que existe un centro de salud en Caxitepec y los representantes 
no han provisto al Tribunal de información suficiente para que pueda considerar la necesidad de disponer 
la creación de un nuevo centro de salud. Los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual 
pueden ser garantizados por el centro existente, el cual deberá ser fortalecido a través de la provisión de los 
recursos materiales y personales, incluyendo la disposición de traductores al idioma me’paa, así como mediante 
la utilización de un protocolo de actuación adecuado, lo anterior en el marco de la implementación de programas 
sobre atención a víctimas de violencia y a los esfuerzos en inversión para mejora de los servicios que el Estado 
indicó que ha venido realizando.

263.	 (...) Sin embargo, los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual deben ser proporcionados 
por las instituciones indicadas por el Estado, entre otras, el Ministerio Público en Ayutla de los Libres, a través 
de la provisión de los recursos materiales y personales, cuyas actividades deberán ser fortalecidas mediante las 
acciones de capacitación ordenadas en la presente Sentencia.

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 2012.

368.	 En el presente caso, el Estado ha reconocido y la Corte determinó que, en el marco del operativo militar en el 
que participó principalmente el BIRI Atlacatl, con apoyo de otras dependencias militares, incluida la Fuerza 
Aérea salvadoreña, se habían perpetrado masacres sucesivas en siete localidades del norte del Departamento de 
Morazán […]. Al respecto, la Corte estima pertinente recordar que la eficacia e impacto de la implementación 
de los programas de educación en derechos humanos en el seno de las fuerzas de seguridad es crucial para 
generar garantías de no repetición de hechos como los del presente caso. Tales programas deben reflejarse en 
resultados de acción y prevención que acrediten su eficacia, más allá de que su evaluación deba realizarse a 
través de indicadores adecuados.

369.	 En consecuencia, este Tribunal considera importante fortalecer las capacidades institucionales del Estado 
mediante la capacitación de los integrantes de la Fuerza Armada de la República de El Salvador sobre los 
principios y normas de protección de los derechos humanos y sobre los límites a los cuales deben estar sometidas. 
Para ello, el Estado debe implementar, en un plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia y con la respectiva disposición presupuestaria, un programa o curso permanente y obligatorio sobre 
derechos humanos, incluyendo la perspectiva de género y niñez, dirigido a todos los niveles jerárquicos de la 
Fuerza Armada de la República de El Salvador. Como parte de esta formación, se deberá incluir la presente 
Sentencia y la jurisprudencia de la Corte Interamericana sobre graves violaciones a los derechos humanos.

Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012.

271.	 El Tribunal toma nota de los desarrollos llevados a cabo por el Estado en materia de programas y acciones de 
capacitación dirigidos a capacitar a funcionarios públicos. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte ordena que el 
Estado continúe implementando programas y cursos permanentes de educación y capacitación en: i) derechos 
humanos, orientación sexual y no discriminación; ii) protección de los derechos de la comunidad LGBTI, y iii) 
discriminación, superación de estereotipos de género en contra de la población LGTBI. Los cursos deben estar 
dirigido a funcionarios públicos a nivel regional y nacional, y particularmente a funcionarios judiciales de todas 
las áreas y escalafones de la rama judicial.
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272.	 Dentro de dichos programas y cursos de capacitación deberá hacerse una especial mención a la presente 
Sentencia y a los diversos precedentes del corpus iuris de los derechos humanos relativos a la proscripción de 
la discriminación por orientación sexual y a la obligación de todas las autoridades y funcionarios de garantizar 
que todas las personas, sin discriminación por su orientación sexual, puedan gozar de todos y cada uno de los 
derechos establecidos en la Convención. Debe ponerse especial atención para este efecto, en normas o prácticas 
en el derecho interno que, sea intencionalmente o por sus resultados, pueden tener efectos discriminatorios en 
el ejercicio de derechos por personas pertenecientes a las minorías sexuales.

Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas Sentencia de 28 noviembre de 2012.

341.	 La Corte observa que el Estado no precisó los mecanismos de divulgación en salud reproductiva existentes. 
Por tanto, ordena que el Estado implemente programas y cursos permanentes de educación y capacitación en 
derechos humanos, derechos reproductivos y no discriminación, dirigidos a funcionarios judiciales de todas 
las áreas y escalafones de la rama judicial. Dentro de dichos programas y cursos de capacitación deberá hacerse 
una especial mención a la presente Sentencia y a los diversos precedentes del corpus iuris de los derechos 
humanos relativos a los derechos reproductivos y el principio de no discriminación.

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014.

275.	 En lo que respecta a la implementación de programas de formación y capacitación para funcionarios estatales, 
la Corte dispone que el Estado debe, en un plazo razonable, implementar programas y cursos para funcionarios 
públicos pertenecientes al Poder Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional Civil que estén vinculados a la 
investigación de actos de homicidio de mujeres sobre estándares en materia de prevención, eventual sanción y 
erradicación de homicidios de mujeres y capacitarlos sobre la debida aplicación de la normativa pertinente en 
la materia.

276.	 En relación a garantizar un sistema de recopilación y producción de estadísticas confiable y accesible, el Tribunal 
toma en consideración que el artículo 20 de la Ley contra el Femicidio, contempla que el Instituto Nacional de 
Estadística está obligado a generar indicadores e información estadística, debiendo crear un Sistema Nacional 
de Información sobre Violencia contra la Mujer. En sus alegatos finales el Estado proporcionó la dirección de 
la página electrónica en la que puede consultarse dicho Sistema Nacional de Información: http://www.ine.gob.
gt/np/snvcm/index75, y la Corte ha constatado que el sitio contiene datos e información referente a la violencia 
contra la mujer en Guatemala. Considerando lo anterior, el Tribunal dispone que no es necesario ordenar la 
creación de un sistema de recopilación y producción de estadísticas.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

326.	 La Corte valora positivamente las medidas adoptadas por el Estado respecto a la formación en derechos 
humanos en diversas instituciones del Estado. Sin embargo, recuerda que la capacitación, como sistema de 
formación continua, se debe extender durante un lapso importante para cumplir sus objetivos. De igual modo 
y a la luz de la jurisprudencia de este Tribunal, advierte que una capacitación con perspectiva de género implica 
no solo un aprendizaje de las normas, sino debe generar que todos los funcionarios reconozcan la existencia de 
discriminación contra la mujer y las afectaciones que generan en éstas las ideas y valoraciones estereotipadas 
en lo que respecta al alcance y contenido de los derechos humanos.

331.	 En el presente caso, la Corte estableció que la práctica generalizada de la violación sexual y otras formas 
de violencia sexual fue utilizado como una estrategia de guerra y afectó principalmente a las mujeres en el 
marco del conflicto existente en el Perú entre 1980 y 2000 […]. Por ello, la Corte considera que el Estado debe 
implementar si no lo tuviere, en un plazo razonable, un mecanismo que permita a todas las mujeres víctimas 
de dichas violaciones que lo soliciten, tener acceso gratuito, a través de las instituciones públicas del Estado, a 
una rehabilitación especializada de carácter médico, psicológico y/o psiquiátrico dirigido a reparar este tipo de 
violaciones.

75	 El Tribunal comprobó que, al momento de presentar el Estado sus alegatos finales escritos […], dicha página electrónica efectivamente funcionaba y 
contenía los datos señalados. La Corte no ha podido comprobar el funcionamiento de la página electrónica al momento de la emisión de la presente 
Sentencia.
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